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Corte Constitucional
	 
          

       COMUNICADO No. 12
            Abril 9 de 2014

 


El mantenimiento del régimen laboral de los servidores públicos del sector salud cesantes por causa de un proceso de reestructuración no constituye una vulneración del derecho a la igualdad frente a los demás servidores de la entidad a la cual fueron reincorporados

	 IX.  EXPEDIENTE D-9873    -   SENTENCIA C-241/14  (Abril 9)
        M.P. Mauricio González Cuervo


1.
Norma acusada

DECRETO 1399 DE 1990

(Julio 4) 

Por el cual se regula la nueva vinculación laboral de empleados oficiales y trabajadores del sector salud en los casos de los artículos 16 y 22 de la Ley 10 de 1990

ARTICULO 3o. OBLIGACION DE VINCULAR EL PERSONAL CESANTE. Las entidades cesionarias están obligadas a vincular el personal cesante al cual se refiere el primer inciso del artículo 1o. del presente Decreto, sin perder la condición específica de su forma de vinculación. Si el empleado oficial estaba vinculado por contrato de trabajo, tendrá la nueva vinculación mediante esta modalidad. Si la vinculación anterior era como empleado público, la nueva conservará esta misma modalidad. 

Cuando se trate de personal cesante al cual se refiere el inciso final del artículo 1o. del presente Decreto, éste deberá ser incorporado mediante, nuevo contrato de trabajo o nombramiento, según el caso, a las entidades públicas o privadas a las cuales se confíen los bienes y rentas de que trata el parágrafo segundo del artículo 22 de la Ley 10 de 1990. 

PARAGRAFO 1o. Para hacer efectiva la incorporación del personal cesante, las entidades cesionarias procederán de inmediato a tramitar la creación de los cargos respectivos en sus plantas de personal. La liquidación de entidades y la cesión de bienes se subordina a la expedición de la norma que apruebe las nuevas plantas que garanticen la incorporación del personal a que se refiere este Decreto. 

PARAGRAFO 2o. La nueva vinculación debe hacerse sin solución de continuidad. 

ARTICULO 4o. GARANTIA DE DERECHOS. A los empleados públicos y a los trabajadores oficiales de que trata el presente Decreto, se les aplicará el régimen salarial y prestacional propio de la entidad a la cual se les hace la nueva vinculación, sin que pues disminuírseles los niveles de orden salarial y prestacional de que gozaban en la entidad liquidada o suprimida. 

Por lo tanto los factores salariales y prestacionales serán los establecidos para la entidad cesionaria, conservando en todo caso las cuantías que recibía la persona en la entidad cedente, mientras permanezca vinculada laboralmente a la entidad cesionaria. 

Si la entidad cesionaria no tuviere otorgado algún factor salarial o prestacional que el empleado oficial si estuviere percibiendo en la entidad suprimida o liquidada, se le garantizará el pago de dicho concepto salarial o prestacional, mientras permanezca vinculado laboralmente a la entidad cesionaria. 

PARAGRAFO 1o. Lo anterior no implica un cambio del sistema salarial ni prestacional en la nueva entidad, ya que se trata tan solo de garantizar unos derechos protegidos por la Ley a unas personas específicas, de tal manera que cuando éstas se retiren del servicio, desaparecen automáticamente tales remuneraciones transitorias. 

PARAGRAFO 2o. A las personas provenientes de las fundaciones o instituciones de utilidad común y que sean incorporadas a entidades oficiales, o a entidades privadas, a las cuales se les hayan confiado los bienes y rentas, se les aplicará el régimen salarial y prestacional propio de la entidad cesionaria de los bienes, que se les puedan disminuir los niveles de orden salarial y prestacional de que gozaban en la entidad suprimida o liquidada. Es entendido que esta prerrogativa se le mantendrá al personal anteriormente indicado mientras permanezca vinculado laboralmente a dichas entidades públicas o privadas.
2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLES los artículos 3 (parcial) y 4, incisos primero y tercero del Decreto Ley 1399 de 1990 “Por el cual se regula la nueva vinculación laboral de empleados oficiales y trabajadores del sector salud en los casos de los artículos 16 y 22 de la Ley 10 de 1990”, por el cargo examinado en esta demanda. 

3.
Síntesis de los fundamentos

La actor plantea la existencia en las normas demandadas de un trato discriminatorio entre los servidores públicos del sector salud: (i) aquellos que fueron incorporados a otra entidad con las mismas  condiciones asignadas en la entidad suprimida, cedida o liquidada; y (ii) el de los presuntamente discriminados al desempeñar en la entidad receptora los mismos cargos y funciones pero con otras condiciones laborales y prestacionales. De acuerdo con las disposiciones acusadas del Decreto 1399 de 1990, tales servidores cuentan con los beneficios de (a) mantener la modalidad de su vinculación, de modo que si se es empleado público el vínculo permanecerá sin solución de continuidad y si es trabajador oficial se incorporará por contrato de trabajo (art. 3, DL 1399/90) ; (b) extender las prerrogativas salariales y prestacionales adquiridas en la entidad intervenida a la entidad receptora de la cesión, incluso si en esta última no está previsto determinado factor salarial (art. 4, DL 1399/90).
La Corte encontró que el trato legal divergente otorgado al grupo de empleados públicos del Decreto 1399 de 1990 se justifica en (i) la protección especial que el legislador quiso otorgar al derecho al trabajo de los empleados públicos y trabajadores oficiales que quedaren cesantes por motivo de la supresión, liquidación o cambio de adscripción a otro nivel administrativo, en virtud de la cesión de que trata el artículo 16 de la Ley 10 de 1990 –no puedan continuar realizando el objeto para el cual fueron creadas y organizadas-; (ii) la temporalidad de sus efectos, pues los beneficios están atados a la duración del contrato o a la finalización del vínculo en la entidad receptora, (iii) sobre el origen del vínculo laboral con la entidad receptora. Es decir, se excluye cualquier otro tipo de servidor para ser acogido con dichos beneficios, por cuanto tal protección se concedió únicamente a los contratos vigentes durante el proceso de liquidación, supresión o cesión del sector salud en los términos de la Ley 10 de 1990. Determinación que además fue orientada por la misma ley habilitante (art. 17, Ley 10/90) y que se justifica en la protección temporal y especial al derecho al trabajo que el legislador quiso prever para aquellos servidores. Los grupos confrontados, a pesar de encontrarse dentro de la categoría de empleados de carrera o trabajadores oficiales según el caso, se distinguen de sus homólogos en la entidad receptora por el origen de su vínculo, pues estos últimos se incorporaron a la nómina de la cesionaria bajo determinadas condiciones, sin que el contrato fuera alterado a través del proceso de liquidación, supresión o cesión. Se trata entonces, de dos supuestos fácticos diferentes para los cuales el legislador podía establecer un trato distinto que se justifica constitucionalmente, por la finalidad de dar protección especial al trabajo de los servidores públicos cuya entidad no podía seguir desarrollando su objeto. Además, la consecución de dicho fin por los medios propuestos es idónea y adecuada, en tanto que está supeditada a que el funcionario permanezca vinculado a la entidad receptora. 
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